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Resumen

Los cambios institucionales incorporados en la nueva Constitución de Venezuela en 1999, representan la culminación de una etapa del proceso político abierto a partir del acceso al poder, del Teniente Coronel Hugo Chávez Frías en 1998. Entre las reformas más significativas, se encuentran  aquellas que afectan las llamadas relaciones civiles y militares. De un elevado control del poder militar por parte del  legislativo, establecido en la Constitución de 1961, se pasa a una situación de autonomía funcional de la institución militar con respecto al mundo civil. De Institución obediente, apolítica y no deliberante, las fuerzas armadas venezolanas, adquieren la posibilidad de deliberar y participar en la determinación de los asuntos públicos y la limitación política se redujo sólo a “sin militancia política”. La Fuerza Armada venezolana logra así, una clara independencia y autonomía con relación al poder civil.

Introducción

Este papel de trabajo, se propone un primer acercamiento analítico a la estructura de relaciones entre el llamado “ambito civil y ambito militar”, establecidas en la nueva Constitución de la “República Bolivariana de Venezuela”(1), aprobada por la Asamblea Nacional Constituyente en 1999. Para alcanzar este objetivo, se parte de una doble perspectiva: por un lado, se intentará comparar las formulaciones de la Constitución de 1961 con las establecidas en la Constitución de 1999, con el objeto de observar sus semejanzas y diferencias conceptuales, así como sus efectos sobre las interacciones entre el poder legislativo y el poder militar. Por otra parte, nos proponemos discutir críticamente, la relación entre la constitución como “Hoja de papel “  y la constitución como expresión de “ la suma de los factores reales de poder” (Lassalle, 1862)

Por otra parte, en este trabajo se privilegio el uso de los aportes de la teoría del poder aplicada al análisis político con el propósito de intentar explicar y comprender los problemas inherentes a esta investigación. Desde esta postura epistemológica, comparto la preocupación de quienes encuentran dificultades en distinguir “lo civil de lo militar” como si fuesen funciones claramente separadas. Tiendo a pensar que,  el rol militar y la función de las instituciones militares constituyen una estructura de poder cuyo objetivo está centrado en la defensa armada del sistema social en su conjunto. En este sentido, la estructura militar podría ser analizado como un sistema instrumental cuya fin es garantizar los objetivos definidos por el sistema político. Desde esta óptica sistemática, no es posible pensar “lo militar” distanciado de los otros sistemas sociales. Léase económico, cultural, bio-social, o ecológico. Ni mucho menos, observar exclusivamente relaciones individuales entre civiles y militares. Se trata de relaciones entre estructuras de poder social y de un sistema de relaciones de poder   institucionalizado.

La Constitución, también podría ser analizada en tanto forma jurídica de ordenar la confrontación entre grupos socialmente diferenciados en  disputan por el control de los procesos de formación, formulación y ejecución de las políticas públicas, a partir de los cuales, se distribuyen los recursos escasos en un sistema social determinado. Se trata por lo tanto, de un texto crucial para ordenar las prácticas sociales y las prácticas políticas de los actores socialmente movilizados con propósito de influir o controlar los aparatos de adopción y ejecución de las decisiones que, afectan a la sociedad en su conjunto.  Esta es la razón por la cual,  la elaboración y determinación de las pautas de conductas colectivas, contenidas en los textos constitucionales, se convierten en los objetivos prioritarios de todos y cada uno de los grupos sociales diferenciados, existentes en las sociedades donde se plantea la necesidad de elaborar una nueva Constitución. 

A partir de tales supuestos, la Constitución es el resultado de una intensa confrontación de intereses políticos, ideológicos y económicos. Las ideas y concepciones dominantes en el texto constitucional, expresan las ideas y concepciones de los grupos sociales y políticos dominantes, en las relaciones de fuerzas, dentro de las Asambleas Constituyentes, cuya misión es la elaboración y aprobación de la nueva Constitución. Desde esta  posición ,  este trabajo se aleja de las ideas según las cuales la Constitución expresa el interés de toda la nación. En todo caso, la Constitución expresa el interés de los grupos mayoritarios de la sociedad que, precisamente por ser mayoría, logran elegir a la mayoría de los diputados a la Asamblea Constituyente. La Constitución es, un instrumento de poder legitimado, para crear un orden político de acuerdo a los intereses de los grupos sociales y políticos, mayoritarios en la Asamblea Constituyente. Se trata por lo tanto, de una posición analítica, inclinada a estudiar la Constitución, en términos de  relaciones de distribución del poder y no en términos de los problema relativos a la  justicia o a la equidad. En tal sentido, este trabajo comparte la tesis, de que “los problemas constitucionales no son, primariamente, problemas de Derecho, sino de poder”.(Lassalle, 1976)

Algunos Antecedentes

Desde la ilustración, el pensamiento liberal y democrático ha favorecido una relación de control u subordinación de los asuntos militares (Federal Papers, 1787), ( Fauré, 1789), por parte del sistema político. Tanto Clausiwitz como Weber compartían la idea de que la violencia, las armas, las instituciones monopolizadoras de la violencia física y los ciudadanos armados, cumplen funciones instrumentales en del sistema político. Se trata de una relación, donde el principio rector de la acción, acentúa la idea de que “la guerra es la continuación de la política por otros medios”. Por lo tanto, los objetivos militares deben estar subordinados a los objetivos políticos, y éstos son trazados por el sistema político, cuyos mandos, en los Estados de derecho, se encuentra dirigidos por funcionarios que han sido objeto de selección pública. En las democracias representativas y pluralistas, la dirección de los asuntos públicos, se encuentra bajo la conducción de civiles desarmados, los cuales han participado de los procesos políticos de selección electoral; donde los civiles armados, que cumplen roles militares, les está constitucionalmente limitada su participación en  las luchas políticas. Es, en este sentido que,  se suele distinguir el carácter obediente, no deliberante, apolítico y subordinado de los militares y las instituciones armadas en del Estado liberal de derecho. 

Estos supuestos, han privado, con mayor o menor intensidad, en la elaboración de las Constituciones venezolanas desde 1811 hasta 1961. Incluyendo la Constitución de 1953,  (Artículo 56), aprobada por el  gobierno militar Presidido por el Coronel Marcos Pérez Jiménez (1948-1958 ).  Para comprender la magnitud de los cambios, en las relaciones civiles y militares,  introducidos en la Constitución venezolana de 1999, es necesario saber que de las 24 constituciones que Venezuela ha aprobado en 198 años de historia republicana, sólo la de 1961 ha estado, aproximadamente, en  correspondencia con “los factores reales de poder” de la sociedad venezolana o del desarrollo político, económico y cultural de la sociedad en la cual ese instrumento fue creado. Todas las constituciones anteriores a 1961, eran sobre todo “hoja de papel”.  

Los factores reales de poder en la constitución de 1961

La Constitución de 1961 estableció una clara subordinación de la institución militar al poder civil. Las normas aprobadas por la Constituyente de 1961 (articulo 132) correspondían a una relación de poder entre los partidos políticos reorganizados después de 1958 y las fuerzas sociales existentes. Los legisladores de 1961 se encargaron de elaborar unas normas constitucionales donde las Fuerzas Armadas quedaban sujetas a un fuerte control civil (artículo 132). La Ley al establecer su estructura orgánica y funcional, desarticula la unidad de mando de las tres fuerzas militares: el ejército, la marina y la aviación y una fuerza para-militar: la Guardia Nacional. Cada una de estas fuerzas se le garantizó en la ley autonomía de mando administrativo e independencia funcional, Dejo de existir el Estado Mayor General, “órgano esencialmente centralizado, con dominante influencia de la fuerza terrestre representada por el ejército” (Ramón Escobar, 2000), siendo sustituido por un Estado Mayor Conjunto, dando paso a Estados Mayores por cada Fuerza, los cuales establecían relaciones de coordinación en reuniones conjuntas, donde no había líneas de subordinación, ni de mando entre ellas. El Ministro de la Defensa, cargo que se rotaba, año tras año entre los  oficiales de mayor jerarquía y antigüedad  de cada fuerza, cumplía una función de coordinación y de vinculación entre el Presidente de la República y cada una de las Fuerzas. Tal media,  suponía la creación de serias  dificultades para articular posiciones o acciones políticas que pudiesen afectar la estabilidad del régimen democrático. 

El fracaso del gobierno militar, permitió el surgimiento de una alianza política entre los partidos Acción Democrática, COPEI y Unión Republicana Democrática, conocida como “Pacto de Punto Fijo”, ampliamente respaldada por los grupos económicos, la iglesia, la intelectualidad y los nuevos mandos de las Fuerzas Armadas, así mismo un Pacto Obrero-Patronal donde comprometían a los trabajadores organizados en una sola Central sindical a defender la democracia y orientar sus aspiraciones sociales y salariales a través de la negociación y el consenso, evitando la acciones de paros laborales o huelgas. El liderazgo civil, surgido de tales acuerdos y con el respaldo de todos los sectores sociales, logró movilizar a miles de personas a la actividad política democrática y a estructurarlos en los partidos políticos modernos. Sólo el Partido Comunista fue excluido de los acuerdos, a pesar de su participación en las luchas contra el régimen militar y su integración en la Junta Patriótica que dirigió las acciones de derrocamiento del gobierno militar. La Guerra Fría y el triunfo del Fidel  en Cuba, constituiría el contexto político de la exclusión de la izquierdo del citado pacto político. Tal circunstancia, contribuyó a ampliar un modelo de  relaciones civiles y militares reales, el cual desde el golpe de estado de 1945, había demostrado su eficiencia en la incorporación de oficiales a la actividad política: estimular relaciones informales entre civiles politizados y militares descontentos. 

Las practicas políticas de la violencia guerrillera,  organizadas por el Partido Comunista y los desprendimientos desde la izquierda de Acción Democrática y Unión Republicana Democrática; se vio intensificada por el apoyo económico y ideológico de Cuba, la URSS, China y los movimiento insurgentes de América Latina en la década de los 60. Las formas armadas de lucha incorporan a la política venezolana un nuevo elemento al modelo de relaciones entre los civiles y militares en Venezuela. La izquierda inicia en los años 60 una intensa actividad de influencia ideológica y política dirigida a la oficialidad. Los intentos insurreccionales en las guarniciones navales de la Guaira, Carúpano y Puerto Cabello, entre enero y Junio de 1962, son los efectos directos de tales políticas de la izquierda revolucionaria. Según cifras no comprobadas aún, más de 600 oficiales se involucraron en estos alzamientos militares, con el apoyo de dirigentes políticos de la izquierda socialista.

Es dentro de este contexto, de conflicto existencial, entre la izquierda y los sectores democráticos venezolanos que, comienzan a incubarse los actores político-militares que, dos décadas después, coparían el escenario político. La izquierda derrotada y divida,  con un exiguo respaldo electoral,  reducido sólo a los escenarios estudiantiles, realizó un esfuerzo que, habría de demostrar su eficacia  política en febrero de 1992. Recursos humanos y económicos se puso a disposición de una organización especializada de la Juventud Comunista, encargada de dirigir y estimular la incorporación de aspirantes a oficiales a las distintas fuerzas armadas, procedentes de los colegios y liceos de educación secundaria donde los movimientos socialistas y marxistas  tenían una elevada influencia
.(*) En este caso no se trataba de desarrollar una política de influencia hacia los oficiales activos, sino de una política de selección y preparación de aspirantes a oficiales comprometidos política e intelectualmente con la izquierda  revolucionaria se trataba de estimular la incorporación, a las Escuelas Militares, donde e gradúan de oficiales, a jóvenes estudiantes involucrados en las luchas estudiantiles, con el objetivo de aumentar la presencia en el interior de la joven oficialidad militar de las tesis, ideologías o proyectos de cambio revolucionario.

Los Partidos democráticos  habían desarrollo un modelo de  influencia en la baja y alta oficialidad, para ello utilizaban diversos métodos: uno, la incorporación de los hijos de los líderes políticos a la institución armada; dos, la captación de oficiales en calidad de amigos, simpatizantes o miembros del partido, lo que permitió identificar a los oficiales según el partido político de su preferencia; tres, la utilización de la Comisión de Defensa del Congreso, para determinar los ascensos controlados alternativamente por AD o Copey, y cuatro, en el caso del partido en el poder, la colocación y ascenso de aquellos oficiales políticamente identificados en las posiciones de mando más importantes de la estructura operacional de las Fuerzas Armadas. 

En un sentido real, las Fuerzas Armadas Venezolanas han sido objeto de una actividad permanente de politización, desde diversos ángulos políticos e ideológicos, es una de las razones explicativas de una elevada participación en múltiples formas de acción política, durante el período que va de 1958 y 1998. Tanto desde las posiciones democráticas como desde la izquierda insurgente. No cabe la menor duda que la oficialidad de las Fuerzas Armadas venezolanas fue sometida a un dinámico proceso de politización el cual permite explicar y comprender su rol político, tanto durante el período descrito, como el que se inicia a partir en 1998. Esta es la fuente argumental de la distancia entre la normativa Constitucional de “apolítica, no deliberante, subordinada y obediente”, claramente establecida en la Constitución de 1961; y el mundo donde los oficiales se politizan, deliberan, responden a otras fuentes reales de poder, se insubordinan y en determinadas circunstancias no obedecen a su estructura formal de mando.

Este acercamiento analítico, sin pretender ser exhaustivo, quedaría incompleto si se deja de lado la función política que cumple el proceso de formación doctrinaria por el cual pasa todo candidato a oficial en su carrera militar. Aquí, también encontramos una fuente permanente de tensiones y contradicciones, entre la realidad intelectual, ideológica y cultural en la que se encuentra inmerso todo oficial por razón de formar parte de una sociedad específica y la doctrina de seguridad nacional y, de defensa nacional, con las cuales se ha visto obligado a interactuar en las Escuelas de Oficiales y en los Cursos de Estado Mayor. Durante el período del Gobierno Militar (1948-1958) reinaban las clásicas tesis de la Defensa Nacional, centrada en la Defensa de la Nación, en la identificación de un enemigo externo,  en la defensa de los principios de soberanía, independencia y  de los espacios aéreos, terrestres y marítimos, Dominaban así, ideas de una clara inclinación nacionalista y chauvinista en la formación de los oficiales. 

En la década de los 60 se incorporan los adiestramientos contrainsurgentes, de lucha contra el comunismo materializada en la amenaza de las guerrillas, lo que incorpora en la cultura política de los oficiales una elevada carga anticomunista, lo cual permite el ascenso de la doctrina de Seguridad Nacional cuya expansión en las  Escuelas Militares y Cursos de Estado Mayor se inicia a comienzo de la década de los 70 hasta finales de los años 80, donde comienza su decadencia por los cambios en el contexto político internacional: superación de la guerra fría , reducción de la amenaza comunista y el arribo de las dinámicas inmensas de la globalización (Rossenau, 1997).
Dentro de esta perspectiva histórica, las relaciones civiles y militares en Venezuela deberían ser analizadas como un proceso tenso, conflictivo y contradictorios de intereses políticos, ideológicos, doctrinarios y grupales, tanto nacionales como internacionales, entremezclados en una lucha soterrada por la influencia y el control de la institución militar, a través de sus oficiales, generales y almirantes.  Visto así el problema objeto de análisis, el principio de control civil sobre lo militar se encuentra en el exterior de las normas constitucionales que rigen esta materia. La direccionalidad de esta relación, aparentemente asimétrica, podría tender a cambiar y presentarse con un mayor grado de complejidad si se incorpora la noción de dinamismo institucional que los oficiales y la propia institución militar genera  al entrar en contacto e intentar responder  a las tensiones intrínsecas a tal unidireccionalidad del control civil sobre lo militar. 

La función exclusiva de Defensa, de ser depositaria de los instrumentos armados de la sociedad y estar técnicamente adiestrada para el uso de la violencia legítima del Estado, crea las condiciones de poder para que la institución militar, tienda a reaccionar en la  búsqueda de espacios relativamente autónomos de las tensiones  propias del momento político, en sociedades de limitado desarrollo político y cultura, a fin de cumplir con la función inherente a la naturaleza de su poder real, ya que es la única fuente o base del poder que se encuentra organizado, frente a un poder civil escasamente organizado. La posibilidad de ampliar  la participación política de los militares, desde los intereses específicos de la institución militar, de acuerdo a la experiencia venezolana, surgen en la misma medida que las instituciones civiles debilitan su capacidad para continuar articulando los multifacéticos intereses sociales igual que en el pasado.

En resumen, en Venezuela entre 1961 y 1998, las relaciones civiles-militares se caracterizan por, un aspecto formal expresado en normas constituciones, leyes militares y de seguridad y defensa nacional; según las cuales, se establece una relación de subordinación de lo militar a la autoridad civil. Tales principios, norman las relaciones en el ámbito de los poderes públicos. El poder Ejecutivo, representado por el Presidente de la República y a su vez, Comandante en Jefe de las Fuerzas Armadas, en última instancia aprueba los ascensos de los oficiales generales y almirantes, previa  autorización del Congreso de la República, toma las decisiones relativas a los Comandantes de cada fuerza y determina cuales oficiales han de estar al frente  de los comandos de unidades militares. El Ministro de la Defensa es el oficial general de mayor antigüedad y calificación. El Poder Legislativo ejerce control sobre los gastos y el presupuesto militar y estudia caso por caso las propuestas de ascensos militares en el ámbito de la alta oficialidad. 

Se respeta la formalidad, pero en la practica política, los Partidos y en particular sus élites dirigentes, toman las decisiones sobre los ascensos militares y en particular el Presidente de la República, quien ha sido siempre un civil dirigente del partido en el poder,  determina tales decisiones dentro del conjunto de aspirantes, entre los cuales siempre se encuentran amigos y adscritos al partido de gobierno y a los partidos de la coalición en el Legislativo. Tales prácticas, han generado tensiones al momento de los ascensos entre el conjunto de oficiales candidatos a ser ascendidos, estimulando críticas al sistema político, a los líderes políticos y a los partidos políticos en el interior de la institución militar.  

Por otra parte, el sistema de partidos acumula un desgaste progresivo, por su incapacidad para resolver los problemas relativos al desempleo, la inseguridad y la corrupción, en contraste con los masivos recursos financieros provenientes del petróleo. Esta contradicción, de un país aparentemente rico en recursos naturales, enfrentado a una pobreza cada vez más aguda, unidad a la incapacidad y corrupción de la elite política, se conjugan, en un momento de crisis de gobernabilidad, para vincular a diversos sectores sociales, políticos y militares, en un proceso de creciente oposición al gobierno que hizo crisis con el intento del golpe  cívico-militar del 4 de febrero de 1992, lo que precipito la crisis de gobernabilidad y el enjuiciamiento al Presidente de la República.

Los cambios en las relaciones civiles y militares en la Constitución de 1999.

Lo primero que se observa a analizar las normas constitucionales que rigen las relaciones de los militares y determina la estructura de las Fuerzas Armadas venezolanas es que esta normativa se encuentra dentro  del Título VII, dedicado a la Seguridad de la Nación. Es la primera vez en la historia constitucional de Venezuela, “que en un texto de tal índole, se dispone de un capitulo sobre esta materia   Esta decisión “agrega un nuevo tema al ámbito normativo constitucional, constituido por la Seguridad de la Nación” (Rondón de Sansó, 2000).  El significado de incorporar a la Constitución el tema de la Seguridad de la Nación es que se trata de una materia extremadamente controversial en América Latina por su utilización como doctrina en la que se han apoyado diversos gobiernos “burocráticos-autoritarios” (O¨Donnell, 1972) cuyas primeras decisiones políticas es la suspensión de los partidos políticos y la eliminación de las reglas democráticas.

 En Venezuela, se aprobó la actual Ley de Seguridad y Defensa en 1976 inspirada en el paradigma de seguridad nacional cuyo contenido le daba prerrogativas especiales a las Fuerzas Armadas que invertía la relación de control y subordinación de lo militar sobre lo civil, desvirtuando así el principio constitucional de control civil sobre lo militar, establecido en el artículo 132 de la Constitución de 1961 (....) y fue objeto de diversas observaciones críticas por académicos, políticos e intelectuales, por ser anti-democrática, militarista, autoritaria y claras tendencias al control de todas las relaciones sociales, bajo el pretexto de la seguridad nacional. Esta Ley será sustituida por la Ley Orgánica de Seguridad de la Nación que se encuentra en elaboración por una Comisión designada por el Presidente de la República y que será presentada en las sesiones de la Asamblea Nacional en Julio de este año. De acuerdo al rango constitucional que el Constituyente de 1999 le dio al tema de la seguridad nacional (Titulo VII, 1999) en el cual se encuentran las normas que regulan las relaciones militares  (Capitulo II, 1999). 

Es previsible que, el Proyecto de Ley de Seguridad de la Nación en elaboración, establezca en detalle el sistema de seguridad que regirá las relaciones civiles y militares en tan delicada materia. Si se apoya, como es esperable, en  la definición de seguridad establecida en el artículo 326, de la Constitución del 99, “que indica que la Seguridad de la Nación se fundamenta “en la corresponsabilidad del Estado y la Sociedad”,   modificará la tesis tradicional de las cargas del Estado ya que en el caso presente, un de las tareas esenciales  es la del mantenimiento del orden público, y con ello tal competencia ya no es de su exclusividad, sino que la comparte con los destinatarios del servicio de protección que dicha carga implica” (Rondón de Sanso, 2000). 

Hacer corresponsables a los civiles de los asuntos de la seguridad de la nación, en igualdad de condiciones que los funcionarios públicos  electos o nombrados para tales funciones, representa una nueva manera de interpretar las relaciones civiles militares, donde una parte de la responsabilidad se dirigie hacia la sociedad civil, sin dotarlas de los recursos para cumplir tal función a menos que se interprete la norma a partir del supuesto que el estamento militar establece las políticas de seguridad de la nación y los civiles las ejecutan o contribuyen a ejecutar tales directrices. En tal circunstancia, la relación será en sentido militar-civil, donde la subordinación y la obediencia recaerá sobre los civiles. En la Constitución de 1961 las normas relativas a las Fuerzas Armadas Nacionales (artículos 131, 132 y 133) se encontraban  bajo el Título  “del poder publico” (Titulo IV, 1961). En la Constitución de 1999 se coloca a las Fuerzas Armadas dentro de la estructura de seguridad de la nación, el problema planteado es el distanciamiento de lo militar del Poder Público y la militarización de la seguridad que tal estructura orgánica plantea a las relaciones civiles y militares.

La definición, funciones y estructura de las Fuerzas Armadas quedan reguladas por el artículo 328. El primer cambio significativo, se encuentra en el uso del singular para tratar el objeto: Fuerza Armada Nacional. Desaparece la noción de pluralidad de la institución militar. Se resuelve a favor de la posición militar la vieja controversia de los militares y los civiles en cuanto a la unidad de mando de la Fuerza Armada. La pluralidad de fuerzas normada por la Constitución del 61 (Artículo 132) fue observada por los oficiales como la forma creada por el poder civil para obstaculizar el mecanismo de obediencia, en caso de un intento militar de sustituir el liderazgo civil. Cada una de las cuatro fuerzas: el ejército, la marina, la aviación y la guardia nacinal, conserva su comando de fuerza pero se crea un mando único para todas las fuerzas que se les trata como un cuerpo único.

Un segundo cambio reside en la caracterización y limitaciones políticas de la institución militar previstas en él articulo 326.  La norma sorprende al prohibir “la militancia política” a la institución militar, tratando una estructura orgánica como se fuese una unidad individual de decisión política o un individuo de la sociedad.  Es necesario interpretar tal limitación está dirigida a los miembros de la institución militar: soldados, cadetes, sub-oficiales y oficiales. Pero, ¿qué significa “la militancia política”? ¿Qué se puede entender por militancia política?. En el lenguaje cotidiano militancia política hace referencia a la pertenencia a una organización política, a una agrupación con fines política o mucho mas modernamente a un partido político. También podría interpretarse una limitación a la actividad política o a la participación política de los miembros de la institución militar. Sin embargo, estas últimas consideraciones entrarían en contradicción con otro de los cambios normativos incorporados en la Constitución del 99: el voto militar. Que desde la perspectiva de las relaciones civiles militares se trata de un paso significativo en el proceso de civilizar y democratizar a los miembros de la Fuerza Armada, pero hay quienes han afirmado que también se trata de un espacio civil copada por los militares, quienes al tener el derecho a votar, también adquieren el derecho a deliberar sobre los asuntos políticos y a tomar partido por los candidatos y partidos en competencia. Se trata de otro paso en la politización y partidización de las fuerzas armadas. Llama sobre todo la atención aquellas limitaciones políticas incorporadas en la Constitución del 61 que han desaparecido de la del 99:  “las Fuerzas Armadas Nacionales forman una institución apolítica, obediente y no deliberante” (Artículo 132,1961). 

La Constitución del 99 eliminó el carácter “apolítico” de la institución militar, lo que obliga a preguntar ¿Cuál es el tipo de actividad política en la que podrían participar los miembros de la Fuerza Armada sin que ello introduzca elementos de fricción, fracción, agrupamiento y desobediencia e incluso insubordinación por razones de disputas políticas electoral, para hacer referencia solo a este tipo de actividad política?. ¿Deben los ciudadanos institucionalmente armados participar en política?. Este es el problema más importante en la discusión sobre las relaciones civiles militares. ¿Cómo pueden los civiles controlar y colocar en una relación de subordinación a los miembros de la institución militar cuando éstos participan directamente en la controversia política?. Si las armas son un instrumento de la política, las diferencias políticas entre hombres armados, en última instancia se resuelve con la utilización del poder y la fuerza que dan las armas. Así ha sido a lo largo de la historia. ¿Por qué ahora puede ser distinto?. Politizar a la Fuerza Armada es quizás él más grave error, en cuanto a las normas articuladores de las relaciones civiles y militares, de la Constituyente del 99. Tal cambio ha creado un nuevo sentido de direccionalidad en la relación civil militar en Venezuela. La Constitución del 99 ha debilitado, hasta el extremo, los limites constituciones para el uso de la fuerza monopolizada por los ciudadanos oficiales y soldados armados.

A tal decisión se agrega la determinación de las fines de la institución militar, establecidos en mismo artículo 326: “Las Fuerza Armada constituye una institución...organizada por el Estado para garantizar la independencia y soberanía de la Nación y asegurar la integridad del espacio geográfico, mediante la defensa militar, la cooperación en el mantenimiento del orden público y la participación activa en el desarrollo nacional”.  A diferencia de la Constitución del 61 que incorporó como parte de las funciones de las Fuerzas Armadas “la estabilidad de las instituciones democráticas y el respeto a la Constitución y a las leyes, cuyo acatamiento estará siempre por encima de cualquier otra obligación.”(artículo 132). Tal y como puede observarse, la Constitución del 99 no sólo elimina los supuestos del articulo 132 del 61, sino que incorpora por primer vez, una serie de funciones que en las Constituciones anteriores se reservaban exclusivamente al ámbito civil: “la cooperación en  el mantenimiento del orden interno y la participación activa en el desarrollo nacional”. Ambas funciones forman parte constitutiva de la doctrina de seguridad nacional extendida en las instituciones militares de América Latina e incorporadas en la cultura    militar predominante hoy. Se trata de “cooperar”, “colaborar” o de “corresponsabilidad” en funciones económicas, ecológicas y políticas que antes les estaba vedado por la exclusividad de la función de defensa militar de toda la sociedad,

Además de ampliar las funciones y responsabilidades de la Fuerza Armada a todos las actividades de la vida social venezolana en competencia con los civiles, la Constitución del 99, hace una distribución de responsabilidades en materia militar entre los diversos poderes del Estado que reduce al mínimo el control de la materia militar por parte del poder legislativo. En el artículo 236, al tratar las atribuciones y obligaciones del Presidente o Presidenta de la República, establece en el parágrafo 6: Ejercer el mando supremo de la Fuerza Armada Nacional, promover sus oficiales a partir del grado de coronel o coronela o capitán o capitana de navío y nombrarlos o nombrarlas para los cargos que les son privativos.”.  Tal disposición deja sin efecto el artículo 150 de la Constitución del 61, referido a las atribuciones del Senado (Capítulo II; Título V, del poder legislativo  nacional),  el cual, en su parágrafo Quinto rezaba: “Autorizar el ascenso de oficiales de las Fuerzas Armadas, desde Coronel o Capitán de Navío, inclusive.”. En esta caso el Senado “autoriza” al presidente de la República, en tanto Comandante en Jefe de las Fuerzas Armadas  para  promover a los oficiales. Desde el punto de vista formal la Constitución del 99 introduce una situación de concentración de poder en el Presidente de la República, quien decidirá la política de ascensos sin la autorización del órgano legislativo nacional. 

Esta atribución exclusiva del Comandante en Jefe de la Fuerza Armada Nacional, se encuentra reforzada por el artículo 331 de la Constitución del 99, donde se establece que “los ascensos militares se obtienen por mérito, escalafón y plaza vacante. Son competencia exclusiva de la Fuerza Armada Nacional y estarán reguladas por la ley respectiva.”. Tal norma elimina el control civil, antes ejercido por el Senado de la República,  sobre los ascensos militares, colocándolos exclusivamente en el ámbito militar, dado que el Presidente de la República en su calidad de Comandante en Jefe de la Fuerza Armada está facultado para promover a los oficiales. Es el rango militar lo que permite al Presidente actuar en materia de ascensos militares, según el artículo 331/99. Así la Fuerza Armada adquiere una total independencia con respecto a las instituciones del poder civil en una materia de vital importancia para el control de la institución militar y para el tipo de relaciones civiles y militares predominantes en la Constitución. En este caso el texto constitucional no se comporta como “hoja de papel”, sino como la expresión de los factores real de poder existentes en la sociedad. La Fuerza Armada es el principal factor de poder existente en la estructura institucional del país y en el seno de la sociedad venezolana y ha logrado que su poder real se exprese en poder formal al introducir tales modificaciones en la Constitución del 99. El órgano legislativo, la Asamblea Nacional sólo conserva, según el artículo 187/99, parágrafo 11, la atribución a  “autorizar el empleo de misiones militares venezolanas en el exterior o extranjeras en el país” (Título  V. Capítulo i)

Otro cambio, ahora en el sentido de reforzar los privilegios de los oficiales se encuentra en artículo 266/99, el cual norma las atribuciones del Tribunal supremo de Justicia. En el parágrafo 3, referido a la prerrogativa de aquellos funcionarios de alto nivel que para enjuiciarlos por presuntos delitos es necesario solicitar al Tribunal Supremo de Justicia un antejuicio de mérito, por primera vez en la historia constitucional venezolana se incluye a “...oficiales, generales y almirantes de la Fuerza Armada Nacional....”, en una norma que protege a los funcionarios de más alto nivel de dirección política del Estado. En el artículo 214 de la Constitución del 61, correspondientes  a la normativa de la Corte Suprema de Justicia no se encuentran los oficiales, ni los generales y almirantes con tales prerrogativas, reservadas sólo para los altos funcionarios públicos, de ahora en adelante cualquier oficial, independiente de su rango, no puede ser sometido a juicio sin al antejuicio de merito de acuerdo a esta nueva previsión de la Constitución del 61. Este artículo crea una situación de privilegio de los oficiales con respecto a los civiles que cumplen funciones de igual nivel y responsabilidad pública.

Finalmente, dos últimas referencias a cambios en el tratamiento de la institución militar y sus miembros establecidos en la Constitución del 99. Uno, la transferencia del control, inspección, comercio, posesión y uso de otras armas, municiones y explosivos” que la Constitución del 61, dejaba al ámbito del Ministerio de Relaciones Interiores, propio de los espacios que tratan las relaciones del Estado y el Ejecutivo con los ciudadanos desarmados, ahora según el artículo 324/99, “...La Fuerza Armada Nacional será la institución competente para reglamentar y controlar, de acuerdo con la ley respectiva, la fabricación, importación, exportación, almacenamiento, tránsito, registro, control, inspección, comercio, posesión y uso de otros armas, municiones y explosivos.”. En la Constitución del 61, de acuerdo al artículo 133, “...La fabricación, comercio, posesión y uso de otras armas serán reglamentados por la ley,”. En esta norma no aparecen las Fuerzas Armadas involucradas en el control de este tipo de armas, municiones y explosivos. Esta actividad exclusiva del ámbito civil ahora pasa a ser regulada por el ámbito militar. 

Y, dos, en el artículo 328/99 relativo a la Fuerza Armada Nacional se incorpora la exclusividad de un “régimen de seguridad social integral propio”. Aún cuando las Fuerzas Armadas siempre han contado con un régimen de seguridad propio, ahora se les da la garantía constitucional que lo mantendrán independiente de los cambios en los regímenes de seguridad social previstos en las discusiones sobre la ley de seguridad social en la Asamblea Nacional. De acuerdo al proyecto de ley, todos los venezolanos a excepción de los militares, regirán su protección social por medio un instrumento legal general. Tal situación representa un elemento más en el tipo de relaciones civiles y militares pautadas por la nueva Constitución de 1999.

La Constitución de los factores reales de poder de 1999.

El fallido intento de golpe cívico-militar, encabezado por el teniente coronel Hugo Chávez Frías, contó con el respaldo de amplios sectores políticos de la oposición, pero al ser enfrentado con éxito por unidades militares leales al Presidente no logró su objetivo. La insubordinación militar se caracterizo por propósitos claramente anti-partidos y de un compromiso político propio de una izquierda radical. Diez años atrás, cinco oficiales de baja graduación se habían juramentado en secreto, invocando el pensamiento de Simón Bolívar , José Marti y Ezequiel  Zamora, con el propósito de articular una insurgencia militar nacionalista y popular, contra las instituciones de la democracia, en particular los partidos políticos, el Congreso, el poder judicial y  las organizaciones sindicales. Se trata de una oposición radical contra la elite del poder: económica, política y militar, acusada de ser la fuente de la corrupción política y militar y de los agudos problemas económicos y sociales en los cuales se encuentra sumergida la sociedad venezolana.

Las investigaciones realizadas, sobre el intento de golpe militar del 4 de febrero de 19992, al igual que las declaraciones y testimonios posteriores de los oficiales comprometidos (Blanco Muñoz, 1998),  permite afirmar que se trata de un movimiento estimulado por civiles radicalizados, sobrevivientes de los viejos partidos de la izquierda venezolana: el Partido Comunista (PC), y del Movimiento de Izquierda Revolucionaria (MIR); derrotados en las confrontaciones políticas y militares en los años 60,  interactúan con cuatro oficiales liderizados por el Teniente-Coronel Hugo Chávez un líder militar carismático y audaz, con el objeto de  propiciar una acción militar para desplazar del poder a la vieja élite política. Utilizando el viejo modelo de la intervención directa del estamento militar en la política se propusieron desplazar, violentamente, a los civiles del poder. Sin embargo, cruenta años de ejercicio de pode civil democrático habían fortalecido la capacidad del sistema político venezolana para adaptarse a los cambios, responder a las crisis de gobernabilidad e integrar a las reglas democráticas a las disidencias de izquierdas y derechas.

El poder civil, al lograr superar la crisis militar del 4 de febrero,  demostró la capacidad de integración a las reglas del sistema político  democrático venezolano de los grupos de oposición radical al sistema. Así ocurrió, en los levantamientos militares de los años 60, tanto los provenientes de los militares desplazados en 1958, como de los alzamientos militares estimulados desde la izquierda. Igual afirmación, es posible hacer de los intentos guerrilleros e insurreccionales de la izquierda radical, quienes progresivamente se integraron al sistema democrático, formando partido y finalmente participando en el gobierno, tanto en el segundo gobierno de Carlos Andrés Pérez, como del segundo gobierno de Rafael Caldera. Tales hechos, demuestran la capacidad e inteligencia desplegada por el poder civil, desde la cúspide de las instituciones democráticas, apegados a las normas que regulan las relaciones civiles militares en la Constitución de 1961, por el control de la desobediencia gestada desde el ámbito militar y la vieja izquierda insurgente.

Fracasado en su intento violento, los militares y civiles comprometidos con el golpe de Estado,  se ven obligados a intentar alcanzar su objetivo, utilizando los procedimientos democráticos establecidos en la Constitución de 1961 y las leyes electorales venezolanas. De esta forma, el Teniente-Coronel Hugo Chávez Frías, se postula como candidato a la Presidencia de la República, apoyado por los grupos y partidos de izquierda y gana las elecciones en diciembre de 1998, pero pierde la mayoría en el Congreso de la Republica. Gana algunas gobernaciones de Estado y pierda la mayoría de las 333 alcaldías del país.  Se abre así, un nuevo período en la historia del sistema político venezolano y en las relaciones entre civiles y militares. El primer objetivo propuesto fue convocar una Asamblea Constituyente con el propósito de redactar una nueva Constitución e introducir los cambios y transformaciones en el funcionamiento del sistema político venezolano que, según su proyecto, permitiría abrir el camino a la solución de todo el conjunto de problemas que afectan a la sociedad venezolana. 

El principal escollo, para alcanzar sus objetivos políticos, desde el poder, fue la carencia de una organización política con capacidad, experiencia y que cubriera todo el país; sólo contaba con su profunda influencia en los electores y el respaldo del estamento militar, quien comenzó a ser favorecido por las decisiones del Presidente Chávez de incorporar militares activos a posiciones burocráticas claves de la Administración Pública. De esta forma, durante los dos primeros años de gobierno, la estructura del Estado ha sido copada por militares activos y retirados, desplazando a los civiles de tales posiciones. El ejemplo más significativo es la Presidencia de la Empresa del Estado más importante del país: Petróleos de Venezuela (PDVSA), que pasa a ser dirigida por un General activo, sin ningún tipo de experiencia en la industria petrolera, industria que aporta mas del 70 % de los ingresos fiscales del país. Igualmente, en el Ministerio de Relaciones Exteriores fue nombrado un militar retirado comprometido con el golpe del 4 de febrero.

 La política de colocar militares activos y en condición de retiro, se ha ampliado a todos los niveles de la administración central, a las empresas del Estado y entes descentralizados. Por otra parte, las Fuerzas Armadas les fue asignada la misión de desarrollar un plan de asistencia social, denominado “Plan Bolívar 2000”, ahora “Plan Bolívar 2001”, Dotándolo de amplios recursos económicos para contratar empresas encargadas de reparar escuelas, construir casas, atención médica ambulante para los pobres, instalar mercados populares a bajos precios, construir carreteras, etc. Actividades, tradicionalmente responsabilidad de las gobernaciones de estadales que, según los lineamientos del Plan Bolívar se trasladan  a los Jefes de Guarniciones de cada Estado.  Tales datos, indican la tendencia a incorporar a las Fuerzas Armadas y a sus oficiales, a actividades propias del mundo civil, no por razones de emergencia nacional o por razones de desastres naturales, como suele ocurrir en los regímenes civiles, sino colocando a militares activos al frente proyectos, programas y actividades propias de la sociedad civil. 

Proceso de militarización política con respaldo electoral.

Las prácticas políticas del Gobierno del Presidente Chávez, permiten formular la siguiente hipótesis: el estado de funcionamiento de las variables básicas del sistema político venezolano se encuentra dinamizadas por un proceso de incorporación de pautas de comportamiento político y administrativo propios de la institución militar. Este proceso dinámico se caracteriza por el desplazamiento  de funcionarios civiles del más alto nivel de la administración del Estado y sus entes descentralizados y el copamiento por militares activos y retirados de tales posiciones de poder. Se trata de un nuevo modelo de intervención del estamento militar en la actividad política a partir de su ascenso al poder utilizando los mecanismos del sistema democrático. No se trata del “derecho a veto” del estamento militar a las decisiones de los políticos civiles. No se trata de unos “mecanismos de influencia” articulados por los militares sobre las estructuras e instituciones del sistema político. Ni tampoco se trata, de la tradicional “intervención directa” de los militares en la política, como lo intentara Chávez en 1992, No,  se trata de un modelo o paradigma distinto, en las relaciones civiles y militares en Venezuela. Se trata de una mezcla de politización de las fuerzas armadas con su transformación en un instrumento político legitimado para participar activa y en forma permanente en la conducción de todos los asuntos públicos, a través de mecanismos democráticos electorales para legitimar su ascenso a los procesos de adopción y ejecución de decisiones, y de selección del personal político apoyado en las Fuerzas Armadas.

Esta es la razón por la cual, en el caso que analizamos, existen suficientes datos para proponer discutir detenidamente la tesis del “partido militar” o el comportamiento partidista de la institución militar. Si se acepta, el supuesto de que uno de los elementos característicos de una organización política, es el de proponerse llegar al poder y colocar a sus miembros en las posiciones claves del sistema de adopción de decisiones del sistema político; es posible pensar, que las Fuerza Armada venezolana, al aceptar el rol de liderazgo político involucrado en el principio de “participación activa en el desarrollo nacional”, junto al voto, militar y la colocación de sus oficiales en los cargos públicos no militares, esta asumiendo funciones que son propias de una organización partidista.  

Desde una perspectiva liberal, democrática y pluralista moderna las Fuerzas Armadas tiene una clara función de Defensa exclusivamente militar. El problema se hace mucho mas complejo con la incorporación de nuevas funciones a la institución militar, producto de las “los factores reales de poder” característicos de la historia política y social de cada una de las sociedad latinoamericanas y las formas y maneras específicas como los procesos globalizadores se realizan en nuestras sociedad, creando una inmensa dinámica de cambio donde los parámetros de la modernización se convierten en obstáculos para la comprensión de las nuevas funciones y roles de las viejas instituciones políticas, entre ellas las militares.

Si se parte del supuesto que los actores políticos venezolanos legitimados, sienten especial inclinación por una perspectiva  crítica de cuño revolucionario, para reestructurar las funciones de las Fuerzas Armadas e incorporar nuevos roles a los militares venezolanos, la institución militar debería ser analizada en tanto instrumento de los objetivo políticos de las clases dominantes en todo el conjunto de la estructura social. Visto así, el problemas,  las nuevas relaciones civiles y militares, se plantea en términos de mayor  complejidad teórica y práctica. Los proceso de cambio y transformación, estimulados por el movimiento encabezado por el Presidente Chávez, se le plantearía el problema de llevar su proyecto de “cambio revolucionario”, también  al aparato militar del Estado.  En este caso, la función política de las Fuerzas Armadas sería parte del proyecto político de cambio y transformación en proceso en la sociedad venezolana. Desde esta  ángulo, las relaciones civiles y militares podrían variar de acento dinámico, pero sería un error de largo alcance, olvidar que el partido político siempre trazará la estrategia política y la acción militar será siempre un instrumento de la decisión política.  Desde Clausewitz, hasta Fidel, pasando por Mao y Trosky, lo militar y los aparatos militares son un momento del proceso político, y lo político siempre será un asunto, así sea de militares convertidos en políticos, predominantemente civil y no por razones de las Constituciones escritas, sino sobre todo porque la mayoría de los miembros adultos de una sociedad, sus electores, son civiles, y tal relación cuantitativa establece una interacción de poder real entre civiles y militares. Ninguna sociedad sobrevive y progresa gracias a la capacidad de fuego acumulada, sino gracias a la capacidad productiva de dicha sociedad y no solo se trata de producción de los bienes materiales, sino sobre todo intelectuales. Aquí se encuentra la base mas sólida de poder real de una sociedad y tales es un asunto civil.

Este tipo de militarismo, débilmente democrático o formalmente respetuoso de los métodos democráticos y con claras tendencia autoritarias, ha descubierto que, en una sociedad donde la mayoría de los electores se encuentran insatisfechos y muy molestos por la incapacidad del liderazgo civil para resolver sus más elementales necesidades, no ha dudado en utilizar los procedimientos electorales y llamar a votar por lideres provenientes del estamento militar. Ya ha sucedido en Venezuela. Después de aprobada la Constitución de 1999, el Teniente Coronel Hugo Chávez Frías volvió a ganar las elecciones presidenciales y por un margen mayor después de una año de gobierno. Todos los candidatos propuestos y respaldados por y desde la Presidencia ganaron en las gobernaciones y alcaldías a las cuales se nominaron. La mayoría eran ciudadanos desconocidos por los electores, fue suficiente el respaldo público del Presidente para lograr el apoyo de los electores y garantizar así la victoria. Igual suerte les toco correr a los candidatos a la Asamblea Nacional, ahora unicameral. La mayoría de sus miembros, muchos de ellos militares retirados, responden a las instrucciones del Presidente Chávez, sin mediación orgánica, partidista o institucional. El una relación de vasallaje basado en el poder electoral y popular del caudillo. El objetivo de copar el poder de las instituciones del Estado, desplazando a los funcionarios públicos electos por partidos políticos se había cumplido por procedimientos democráticos. También por métodos democráticos una élite de militares golpistas y en retiro, se colocó en las posiciones cúspides de decisión del sistema político venezolano y coloco junto a ellos a centenares de civiles y militares activos y retirados en toda la estructura del Estado a todos los niveles. 

De esta manera, se invierte la direccionalidad de la relación civil-militar en el sistema político venezolano, ahora son los militares –activos y en retiro – quienes están legitimados, para adoptar las decisiones que comprometen a toda la sociedad en su conjunto. La diferencia no es sólo funcional, sino que los partidos políticos han desaparecido, en tanto instituciones reconocidas constitucionalmente como articuladores de las demandas de la sociedad civil. La única referencia a los partidos políticos que aparece en la Constitución de 1999, es en términos negativos: en el artículo 294/99 (Capítulo V, del poder electoral) al señalar los principios que rigen a los órganos del Poder Electoral afirma la “despartidización de los organismos electorales...”, entre una de sus principios funcionales. Aquí, se puede observar la diferencia entre la Constitución como “hoja de papel” y la Constitución en tanto “factores real de poder”. En la Asamblea Nacional hay diputados miembros de partidos políticos, viejos y nuevos, pero no se les permite oficialmente presentarse como fracción, sino que ahora la distribución de los espacios, recursos y comisiones parlamentarias se hace bajo el criterio de región. Sin embargo, las fracciones se reúnen y discuten las políticas a ser defendidas, apoyadas o negadas y hay jefes de fracciones parlamentarias. Este es el poder real por sobre el poder de papel.

 Los Partidos Políticos, aún cuando la Constitución  sólo los acepte bajo el eufemismo de “organizaciones con fines políticos” (Artículo 293/99), continúan funcionando, en espera de la sustitución de la actual Ley Orgánica del Sufragio y Participación Política. El partido de gobierno, Movimiento Quinta República, cuya presidencia le fue atribuida al Presidente de la República; se encuentra sometido a la lucha entre el sector de militares retirados miembros del partido y de su dirección: Comando Táctico Nacional (CTN) y los civiles. El problema de las relaciones entre civiles y militares en Venezuela no es un asunto de la Constitución como “hoja de papel”, sino que por el contrario es un componente de la situación política que viven el alto gobierno, los partidos, la administración pública nacional, las tareas del desarrollo y las fuerzas armadas. Es un tema que ha pasado a la primera prioridad de la Agenda política Venezolana.

Una conclusión en dos sentidos distintos

A partir de la idea de la Constitución como “hoja de papel”
Uno, los cambios y transformaciones incorporados en la Constitución de 1999 en el ámbito de las relaciones civiles y militares plantear una nueva direccionalidad en tales relaciones favorables a una relativa independencia y autonomía del estamento militar en relación con el poder civil.

Dos, a partir de 1999, la Fuerza Armada adquiere ciudadanía política al lograr el derecho al voto y reducir las limitaciones políticas a sólo ser una institución “sin militancia política”. Ahora esta liberada de la camisa de fuerza de los principios liberales de “apolítica, obediente, no deliberante y subordinada al poder civil”.

Tres, la Fuerza Armada y sus oficiales, logran que la materia de seguridad nacional y asuntos militares conexos adquieran rango constitucional, lo que refuerza su poder real sobre los civiles.

Cuatro, el poder civil, formalmente institucionalizado en  las normas que le dan atribuciones de control sobre las funciones de la institución militar, han perdido parte de su poder al ser trasladado al Ejecutivo la decisión de promover los ascensos militar sin solicitar autorización al poder legislativo.

Cinco, el poder legislativa conserva, formalmente,  el control sobre la formulación y decisión de las leyes que regirán las funciones de la Fuerza Armada y de aquellas relativas a la Seguridad de la Nación; así mismo, conserva su función de decisión sobre el presupuesto y el control de los gastos militares a través de la Comisión de Defensa Nacional de la Asamblea.

Seis, el poder militar logra ampliar sus funciones de lo exclusivamente militar y tiene responsabilidad en los asuntos de orden interno y en la formulación de las políticas de desarrollo nacional.

Siete, El ejecutivo concentra un mayor grado de poder al asumir las atribuciones de decisión en materia de los ascensos militares, creándose de esta manera  desigualdad de poder entre el Ejecutivo y el Legislativo.

A partir de la idea de la Constitución en tanto expresión de “factores de poder real”

Uno, la Constitución de 1999 es una mezcla de buenos propósitos sin correspondencia con la realidad y poderes reales que han logrado incorporar en el texto constitucional la garantía de respeto de sus intereses y valores. Esta mixtura es fuente  permanente de tensión y en muchos áreas se presenta en forma contradictoria irresoluble en términos consensuales.

Dos, en la realidad fáctica las relaciones entre civiles y militares forman parte de un proceso de luchas entre factores divergentes social y políticamente.

Tres, las relaciones entre civiles y militares, es vista desde la perspectiva civil como una espacio para la influencia y el control político. En tal sentido, dentro de las fuerzas armadas se disputan su influencia tanto el proyecto político del Presidente Chávez, como los sectores que lo adversan,

Cuatro, la relativa independencia y autonomía de las Fuerza Armada venezolana, otorgada por la Constitución de 1999, le permite aparecer en el escenario político como la única fuerza real con posibilidades de comportarse como un actor político.

Cinco, dada la debilidad orgánica de la sociedad civil, extremo debilitamiento de los partidos políticos, nuevos y viejos, y casi ausencia de las organizaciones corporativas y de otra índole, se ha producido un fuerte desbalance de poder entre el ámbito militar y el ámbito civil.

Seis, la ampliación de las funciones de la Fuerza Armada hacia el orden interno y las actividades de desarrollo, unida a la política del Presidente de movilizar a los oficiales de baja y alta graduación hacia responsabilidades de gobierno y de la administración del Estado a todos los niveles, así como la administración de recursos dirigidas a obras de interés social, transforma a la Fuerza Armada en la única institución que ejerce control sobre el Estado y potencialmente sobre la sociedad civil.

Siete, la ausencia de estructuras de intermediación entre el Estado y la sociedad civil, permite que el Presidente establezca un sistema de comunicación directa entre él y el electorado y su vez potencia la posibilidad de que la Fuerza ]Armada cumpla con esta función abriendo de esta manera la posibilidad de transformarse o cumplir funciones de una organización política.

Ocho, una leve esperanza, de control civil sobre la estructura militar, la designación de un Ministro civil. Por primera vez, en la historia de las Fuerzas Armadas venezolanas un civil es designado por el Presidente como Ministro de la Defensa.  
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�PAGE \# "'Página: '#'�'"  �� (*) En un viaje a Viet-Nam, un miembro de la Dirección Nacional de la Juventud Comunista  se entrevista con Ho Chi Ming. En la conversación el Tío Ho indaga sobre la influencia de la JC en la juventud Venezolana y se entera de la enorme fortaleza de la organización comunista entre los  estudiantes de venezolanos de educación media. Mas adelanta, sobre el origen de los estudiantes de las Escuela Militares y al informarse que son seleccionados de los bachilleres graduados en los liceos, pregunta sorprendido, y...¿Por qué las Fuerzas Armadas no están influidas por el movimiento revolucionario venezolano, si tiene, como dice, el control sobre el movimiento estudiantil venezolano?.
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